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	FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA



	Entidad originadora:
	Ministerio de Justicia

	Fecha (dd/mm/aa):
	23 de septiembre de 2021

	Proyecto de Decreto/Resolución:
	Por el cual se reglamenta la composición y funcionamiento del Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo

	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN.

El  artículo 49A de la Ley 418, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010, 1738 de 2014 y 1941 de 2018, crea el Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo, “como una instancia de coordinación interinstitucional que permita fortalecer los canales de comunicación, intercambio y análisis conjunto de información, con el propósito de generar sinergia y sincronización tanto en el nivel estratégico como en el de ejecución entre los organismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y las autoridades judiciales, con el objetivo de perseguir y desmantelar las redes de dinero y bienes de origen ilícito o empleados en actividades ilícitas, lavado de activos y financiación del terrorismo”.

En ese mismo sentido, la norma ibídem otorga al Gobierno Nacional la facultad reglamentaria frente a la  “composición y funcionamiento del Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo”, como un instrumento orientado a facilitar el “trabajo conjunto y coordinado de la Fuerza Pública, los organismos que realizan actividades de inteligencia y contrainteligencia, la Fiscalía General de la Nación y las autoridades judiciales, para perseguir y desmantelar las actividades ilícitas y el lavado de activos y financiación de terrorismo, en el marco de cada una de sus competencias”.

La Ley 808 de 2003, aprueba el “Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el nueve (9) de diciembre de mil novecientos noventa y nueve (1999), declarada exequible por la H. Corte Constitucional a través de Sentencia C – 037 de 2004. Referente normativo que suministró las herramientas jurídicas para combatir frontalmente la financiación del terrorismo y contrarrestar a nivel global el crimen organizado y las actividades ilícitas.

Mientras tanto, la Ley 1121 de 2006, dicta normas para la prevención, detección, investigación y sanción de la financiación del terrorismo y otras disposiciones, imponiendo la obligación a las entidades que prestan servicios financieros, de “adoptar medidas de control apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que en la realización de sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento en cualquier forma de dinero u otros bienes provenientes de actividades delictivas o destinados a su financiación”.

De otra parte, la Política  de Defensa y Seguridad – PDS, para la Legalidad, el Emprendimiento y la Equidad, a través del numeral 6.2.5.8 establece que “el fortalecimiento de las instituciones y de los mecanismos jurídicos necesarios para la disrupción de los negocios ilícitos es prioridad de esta Política y conlleva el trabajo conjunto de diversas instancias estatales con el fin de encontrar, extinguir el dominio y monetizar con mayor rapidez y efectividad los bienes y recursos ilícitos a las organizaciones criminales”.

Consecuentemente, la Política Marco de Convivencia y Seguridad Ciudadana dentro de sus pilares y línea de acción 7.7.3, es clara en señalar que, para garantizar el control efectivo en los distritos, municipios y veredas, “se requieren acciones que permitan desarticular estructuras criminales, así como ejecutar procesos de extinción de derecho de dominio y lavado de activos, que afecten las redes financieras y las rentas ilícitas”.

De igual forma, la Política Marco en la línea 7.9.1, resalta “la actividad de inteligencia de la Policía Nacional y de la Unidad de Inteligencia y Análisis Financiero – UIAF – exhortándola a estudiar, analizar y comprender el funcionamiento de las redes de valor de las rentas criminales urbanas, con el fin de contribuir a su disrupción”. Así mismo, “la UIAF desarrollará un modelo integral de análisis criminal financiero aplicado a la seguridad ciudadana para el conocimiento de las rentas criminales urbanas”.

Las bases del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, “Pacto por Colombia, pacto por la Equidad”, establecen que la lucha contra las finanzas criminales es un componente importante en la desarticulación del crimen organizado, generando la necesidad de fortalecer los espacios de cooperación operativa entre las instituciones de inteligencia y las entidades encargadas de la investigación y judicialización del delito.
El Nuevo CONPES 4042  Antilavado de Activos, contra la Financiación del Terrorismo y contra la Financiación de la Proliferación de Armas de Destrucción Masiva, contempla como una de las tareas del Plan de acción, y en su línea de acción 8, la implementación del “Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo”, creado mediante Ley 1941 de 2018, art. 4., con el ánimo de anticipar y combatir el crimen organizado.

Coherente con lo anterior, la lucha contra las economías ilícitas, la financiación del terrorismo y el delito transnacional, son prioridad para el Gobierno de Colombia y obligación derivada de diferentes instrumentos internacionales, siendo oportuna la expedición del presente Decreto para dinamizar el trabajo adelantado por las entidades públicas, que contribuya a prevenir y perseguir el crimen, garantizando la armonía en el ejercicio de sus funciones en virtud del principio de coordinación y colaboración administrativa, orientada a cumplir los fines esenciales del Estado.
Mediante la Resolución No. 1373 de 2001, aprobada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en su 4385ª sesión, celebrada el 28 de septiembre de 2001, se insta a los Estados partes en el Tratado sobre la no proliferación de las armas nucleares, para que sigan cumpliendo las obligaciones que les incumben en virtud del mismo. Colombia es Estado parte de este tratado, el cual fue aprobado mediante Ley 114 de 1985 y entró en vigor para el país el 30 de abril de 1986.

Entre otros aspectos relevantes en la citada resolución, se encuentran: “1. a) Prevenir y reprimir la financiación de todo acto de terrorismo; 2. a) Abstenerse de proporcionar todo tipo de apoyo, activo o pasivo, a las entidades o personas que participen en la comisión de actos de terrorismo; b) Adoptar las medidas necesarias para prevenir la comisión de actos de terrorismo; d) Impedir que quienes financian, planifican, facilitan o cometen actos de terrorismo utilicen su territorio para esos fines, contra otros Estados o sus ciudadanos; e) Velar por el enjuiciamiento de toda persona que participe en la financiación, planificación, preparación o comisión de actos de terrorismo o preste apoyo a los mismos; 3. b) Intercambiar información de conformidad con el derecho internacional y la legislación interna y cooperar en las esferas administrativa y judicial para impedir la comisión de actos de terrorismo”.

Por último, el “Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo”, se convierte en un instancia de vital importancia para el país, al agrupar las herramientas y órganos necesarios para perseguir y desmantelar las redes de dinero y bienes de origen ilícito o empleados en actividades ilícitas, lavado de activos y financiación del terrorismo, a través de la implementación de un Comité Estratégico, un Comité Operativo y de Análisis y una Secretaria Técnica, que permiten la acción unificada, interagencial y sostenida del Estado en la lucha contra el delito.

	

	2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO
 El Decreto “Por el cual se reglamenta la composición y funcionamiento del Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo ”, se aplicará a todas las personas naturales o jurídicas en el territorio nacional y complementa las obligaciones de las entidades públicas a las que hace referencia el artículo 4 de la Ley 1941 de 2018.


	3. VIABILIDAD JURÍDICA
3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo

La Constitución Política de Colombia de 1991, artículo 189, numeral 11, faculta al Presidente de la República para ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de la Ley.

Que el artículo 323 de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 11 de la Ley 1762 de 2015 y el artículo 345, modificado por el artículo 16 de la Ley 1453 de 2011, tipifica el delito de lavado de activos y financiación del terrorismo y establece sanciones para quienes, entre otras actividades, apoyen y financien grupos de delincuencia organizada, grupos armados al margen de la ley o a sus integrantes, o a grupos terroristas nacionales o extranjeros, o a terroristas nacionales o extranjeros, o a actividades terroristas.

Que el artículo 49A de la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010, 1738 de 2014 y 1941 de 2018 crea el Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo, “como una instancia de coordinación interinstitucional que permita fortalecer los canales de comunicación, intercambio y análisis conjunto de información, con el propósito de generar sinergia y sincronización tanto en el nivel estratégico como en el de ejecución entre los organismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y las autoridades judiciales, con el objetivo de perseguir y desmantelar las redes de dinero y bienes de origen ilícito o empleados en actividades ilícitas, lavado de activos y financiación del terrorismo” y faculta al Gobierno nacional para reglamentar su composición y funcionamiento.

Que la Política de Defensa y Seguridad – PDS, para la Legalidad, el Emprendimiento y la Equidad, adoptada mediante Resolución No 0596 de 2019 del Ministerio de Defensa Nacional, establece como uno de sus ejes de Transformación Estratégica la disrupción del delito, el cual “pretende la rotura o interrupción brusca del negocio ilícito, con el fin de afectar directamente la cohesión de las organizaciones delincuenciales y propiciar su fragmentación y disolución”.
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada

Artículo 49A de la Ley 418, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010, 1738 de 2014 y 1941 de 2018, crea el “Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo”.
3.3. Disposiciones derogas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas 
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

Los aspectos asociados al “Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo”, no han sido discutidos en sede judicial. No obstante, su composición y funcionamiento es propósito y está orientado a perseguir y desmantelar las redes de dinero y bienes de origen ilícito o empleados en actividades ilícitas, lavado de activos y financiación del terrorismo de la mano de las diferentes fuerzas tal y como lo indica su Ley de creación.  
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales 



	4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere)
El Decreto “Por el cual se reglamenta la composición y funcionamiento del Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo”, no tiene impacto económico.

	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere)
El Decreto “Por el cual se reglamenta la composición y funcionamiento del Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo”, no requiere viabilidad o disponibilidad presupuestal.



	6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se requiere)
El Decreto “Por el cual se reglamenta la composición y funcionamiento del Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo”, no tiene impacto medioambiental, ni en el patrimonio cultural de la Nación.


	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 

	Para adelantar la propuesta de Decreto “Por el cual se reglamenta la composición y funcionamiento del Centro de Coordinación Contra las Finanzas de Organizaciones de Delito Transnacional y Terrorismo”, se llevó a cabo el correspondiente estudio técnico, el cual hace parte de la presente memoria justificativa.
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